
AGENCIA OFICIOSA - Noción y requisitos / ACCION DE TUTELA - Agencia 
oficiosa de niñas y niños / AGENCIA OFICIOSA DE NIÑAS Y NIÑOS - 
Flexibilización de los requisitos 
 
La agencia oficiosa fue establecida en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 
como una figura jurídica mediante la cual una persona puede solicitar la protección 
de los derechos fundamentales de otra persona que no puede ejercer su propia 
defensa… La jurisprudencia constitucional ha establecido que para que opere esta 
figura se debe demostrar los siguientes requisitos: (i) la manifestación de que se 
actúa en dicha calidad; (ii) la prueba siquiera sumaria de la imposibilidad de que el 
agenciado o su representado actué por sí mismo; (iii) no se requiere relación de 
conexidad entre el agente y el agenciado; (iv) en lo posible debe existir ratificación 
de este último. Los anteriores requisitos se flexibilizan en el caso de la agencia 
oficiosa de niños y niñas, toda vez que por expreso mandato del artículo 44 de la 
Constitución Política es obligación del Estado, la familia y la sociedad proteger los 
derechos de los niños, por ende, la informalidad de la acción de tutela adquiere 
mayor relevancia cuando se trata de amparar los derechos de las y los niños. Por 
lo anterior, cuando una persona solicita el amparo constitucional actuando como 
agente oficioso de un menor de edad no necesita probar que el niño o su 
representante están en imposibilidad de presentarla por su cuenta, ya que el 
artículo 44 de la Carta Política lo legítima para actuar judicialmente. 
 
FUENTE FORMAL: DECRETO 2591 DE 1991 - ARTICULO 10 / CONSTITUCION 
POLITICA - ARTICULO 44 
 
NOTA DE RELATORIA: sobre la agencia oficiosa, ver sentencias T-955-13 y T-
397-14 de la Corte Constitucional. En cuanto a la agencia oficiosa de los derechos 
de menores de edad, consultar sentencia T-120 de 2009 de la Corte 
Constitucional. 
 
DERECHOS DE LOS NIÑOS - Derecho a la salud, seguridad social y vida 
digna 
 
Los niños y niñas son titulares de los derechos fundamentales a la vida, salud y 
seguridad social por expreso mando del artículo 44 de la Constitución Política… 
La Constitución de 1991 creó una diferencia entre los derechos de los niños frente 
a los derechos de las demás personas, pretendiendo con ello que sus garantías 
prevalezcan sobre los derechos de los demás. 
 
NOTA DE RELATORIA: sobre el derecho de los niños, consultar sentencia T- 760 
de 2008 de la Corte Constitucional. En relación con el derecho a la salud, ver las 
sentencias T-597 de 1993, T-137 de 2003, T-454 de 2008 y T-566 de 2010. 
Respecto del principio de integridad del servicio de salud, ver sentencia T-576 de 
2008 de la Corte Constitucional. 
 
DERECHO A LA SALUD - Derecho al diagnóstico / DIAGNOSTICO - Concepto 
 
La jurisprudencia constitucional ha señalado que el diagnóstico está compuesto 
por todas aquellas actividades, procedimientos e intervenciones tendientes a 
demostrar la presencia de la enfermedad, su causa, su estado de evolución, sus 
complicaciones y consecuencias en el paciente. 
 
NOTA DE RELATORIA: al respecto, consultar sentencia T-737 del 2013 de la 
Corte Constitucional. 
 



VULNERACION DEL DERECHO A LA SALUD - Omisión en la práctica de los 
exámenes médicos necesarios para determinar el diagnóstico / 
VULNERACION DEL DERECHO A LA SALUD - Falta de atención integral / 
DERECHO A LA SALUD DE LAS NIÑAS - Derecho al diagnóstico y al 
tratamiento de la enfermedad / VACUNACION - Vacuna contra el Virus de 
Papiloma Humano 
 
La Sala considera que las entidades demandadas vulneraron el derecho 
fundamental a la salud de las niñas agenciadas porque no han realizados los 
exámenes suficientes para determinar la patología que padecen. Los servicios de 
salud prestados han estado encaminados a estabilizar a las niñas y a determinar 
si existen una relación entre la enfermedad que padecen y la vacuna contra el 
Virus del Papiloma Humano. Lo que evidencia que las demandadas no han 
realizado los exámenes correspondientes para diagnosticar la enfermedad que 
padecen las niñas y es importante establecerlo para así poder realizar o 
suministrar el tratamiento médico indicado. Para la Sala es evidente la vulneración 
del derecho fundamental a la salud por falta de una atención integral que incluya el 
diagnóstico de la enfermedad que padecen las niñas y la causa de dicha 
enfermedad porque, se reitera, hasta la fecha las entidades demandadas no han 
realizado los exámenes necesarios para diagnosticar qué patología padecen y qué 
tratamiento médico es el adecuado para superar esta patología… La Sala 
revocará el fallo proferido por el Tribunal Administrativo de Bolívar que negó el 
amparo solicitado, y en consecuencia, declarará que las entidades demandas 
vulneraron el derecho fundamental a la salud de las niñas agenciadas porque no 
prestaron un servicio médico integral que incluyera el diagnóstico de la 
enfermedad que padecen. 
 
FUENTE FORMAL: LEY 1626 DE 2013 
 
NOTA DE RELATORIA: esta postura concuerda con la de la Sala Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura que concedió el amparo del derecho 
fundamental a la salud por falta de diagnóstico, en un caso similar al presente en 
el que también se estudió la situación de varias niñas que después de haber sido 
vacunadas contra el Virus del Papiloma Humano presentaron quebrantos en su 
salud, Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria. 
Sentencia del 11 de marzo del 2015. Proceso Rad. No. 11001-1102-000-2014-
05892-01. 
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La Sala decide la impugnación interpuesta por la parte actora contra el fallo de tutela 

del 19 de enero de 2015 proferido por el Tribunal Administrativo de Bolívar. La 

sentencia impugnada negó el amparo de los derechos fundamentales solicitados por la 

actora. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.1. Mónica León del Río interpuso acción de tutela como agente oficiosa de las niñas 

LLMA, CAPV, KVPM, LJBG, DTM, LMPV, MVNG, MCRV, YERE y DAdAV; contra la 

Secretaría Departamental de Salud de Bolívar, la Secretaría de Salud del Municipio del 

Carmen de Bolívar, el Ministerio de Salud y Protección Social y la E.P.S.S. Mutual Ser. 

 

1.2. La agente oficiosa sustenta su solicitud en los siguientes hechos: 

 

1.2.1. Que en virtud de la política de vacunación establecida en la Ley 1626 del 2013 

se impartió la orden a las entidades que integran el Sistema de Salud en Colombia, de 

aplicar la vacuna contra el Virus de Papiloma Humano (En adelante VPH).  

 
1.2.2. Que la vacuna contra el VPH adquirida por el Gobierno Nacional fue la fabricada 

por el laboratorio farmacéutico Merck e introducida al país por el laboratorio Sanofi 

Pasteur Merk and Co, denominada GARDASIL. 

 

1.2.3. Que el protocolo de vacunación para la aplicación de la vacuna denominada  

GARDASIL es de tres (3) dosis. Que de acuerdo con los lineamientos técnicos y 

operativos para la vacunación contra el VPH pueden producirse los siguientes efectos 

adversos:  

 

Clasificaci

ón 

Frecuenc

ia 

Eventos Ocurrencia Tiempo 

esperad

o de 

aparició

n 

Duració

n 

Leves Muy 
frecuente
s 

Reacciones 
locales 
(induración, 
dolor local, 

85-90% de 
los 
vacunados 

En las 
primera
s 72 
horas 

5 días 



reducción en 
el uso del 
brazo en que 
se administra 
la vacuna) 

Leves Frecuente
s 

Reacciones 
sistémicas 
(fiebre, 
decaimiento, 
fatiga, 
problemas 
para dormir, 
náuseas, 
vómito, 
diarrea, dolor 
abdominal, 
mialgias, 
artralgias, 
rash, 
generalizado 
y urticaria) 

70-90% de 
los 
vacunados 

En las 
primera
s 24 
horas 

2-4 días 

Graves Poco 
Frecuente
s 

Sincope(algun
as veces 
puede estar 
acompañado 
de 
movimiento 
tónico 
crónicos)  

0.3 – 05 
casos por 
cada millón 
de dosis 

Entre 
los 
primero
s 15 y 
30 
minutos 

 

 Poco 
frecuente
s  

Anafilaxis 1-1.7 casos 
por cada 
millón de 
dosis 

Entre 
los 
primero
s 15 y 
30 
minutos 

 

 Muy raro Síndrome de 
guillan barré 

0.6 por 
cada 
1.000.000 
de dosis 
administrad
as 

6 
semana
s 

 

 

1.2.4. Que a las niñas agenciadas solo les aplicaron dos (2) de las tres (3) dosis 

establecidas en los protocolos médicos. Señala además, que los efectos adversos de 

las menores superan en tiempo y gravedad los previstos en la ficha técnica del 

medicamento (cuadro anterior).   

 



1.2.5. Que luego de recibir las vacunas las niñas han experimentado un cuadro 

sintomático similar, consistente en dolor de articulaciones, vértigo, cefaleas, dolor  

abdominal, debilidad progresiva, cansancio persistente, trastornos nerviosos, 

trastornos psiquiátricos, trastornos ginecológicos y del sistema reproductivo, 

enfermedades del sistema inmune y mielitis. Considera que por los prolongados 

efectos adversos de la vacuna, no puede afirmarse que las niñas sufran un caso de 

psicogenia.  

 

1.2.6. Que las menores han sido tratadas de forma desintegrada, que no se ha 

realizado un manejo integral de conformidad con las denuncias de las madres y que 

en ocasiones no le han prestado el servicio de salud en el centro médico de la 

población. 

 

1.2.7. Que el Ministerio de Salud y Protección Social no conformó un grupo de 

investigación con inmunólogos especializados ni reportó los efectos adversos de la 

vacuna al Sistema Estructurado de Investigación. Aduce que el Ministerio no creó una 

política en salud pública para afrontar el caso de las niñas afectada por la vacuna de 

Virus del Papiloma Humano 

 

1.2.8. Que las niñas se encuentran desescolarizadas porque debido a los serios 

problemas de motricidad que padecen no han podido asistir a clase al colegio.  

 

II. LA TUTELA 

 

2.1. La solicitud.  

 

Mónica León del Rio, actuando en calidad de agente oficiosa de las menores 

LLMA, CAPV, KVP, LJB, DTM, LMP, MVN, MCR, YER y DAdA, mediante escrito 

del 2 de diciembre del 2014 interpuso acción de tutela contra la Nación – 

Ministerio de Salud y Protección Social, la E.P.S Mutual Ser y las Secretarías de 

Salud Departamental de Bolívar y Municipal del Carmen de Bolívar, porque 

considera que dichas instituciones vulneraron los derechos fundamentales a la 

salud, vida digna y seguridad social de las niñas agenciadas. 

 

Lo anterior por considerar que las entidades demandadas no han prestado un 

debido servicio de salud a las menores y no han cumplido con los protocolos para 

la aplicación de la vacuna contra el VPH. 



  

2.2. Pretensiones. 

La agente oficiosa solicitó lo siguiente:  

1. Ordenar al Gobierno Nacional a través del Ministerio de Salud y demás 
accionados la atención inmediata e integral en salud a las menores 
afectadas, constituidas en un grupo interdisciplinario de expertos médicos 
especialistas en inmunología, infectología y demás especialistas pertinentes 
que puedan dar un diagnóstico adecuado a las enfermedades causadas por 
efectos de la vacuna contra el VPH.  

2. Ordenar al Gobierno Nacional a través del Ministerio de Salud y demás 
accionados el suministro oportuno de tratamientos médicos, 
farmacológicos, terapéutico, exámenes de laboratorio, incluidos y no 
incluidos en el plan obligatorio de salud que permitan establecer las causas 
de las enfermedades que afectan a las menores con ocasión de la 
aplicación de la vacuna contra el VPH.  

3. Ordenar al Gobierno Nacional dar cumplimiento a los protocolos 
establecidos para los casos en que se presenten eventos adversos 
posteriores a la vacunación contra el VPH, y el registro de efectos adversos 
en el sistema ESAVI. Además, ordenar que se reporten de manera pública 
en una base de datos creada para tal efecto, de forma tal que la ciudadanía 
tenga conocimientos de los efectos adversos en cantidad y tipo de efectos.  

4. Ordenar al Gobierno Nacional a través del Ministerio de Salud y demás 
accionados se autorice la realización de estudios prospectivos con 
evaluación personalizada de riesgo, es decir, evaluación de autoinmunidad 
personal y familiar, así como el perfil genético, para realizarlo en cada una 
de las accionantes.  

5. Ordenar al Gobierno Nacional establecer dentro de su política de Salud 
Pública la creación de un Grupo de Análisis Científico de los efectos de la 
vacuna contra el VPH, cuyo resultado sea dado a conocer públicamente a 
la ciudadanía1. 

 

2.3. Trámite. 

 

El Tribunal Administrativo de Bolívar mediante auto del 15 de diciembre del 2014 

admitió la presente acción de tutela. En dicha providencia ordenó notificar a la 

E.P.S.S. Mutual Ser, a la Secretaría de Salud del Municipio del Carmen de Bolívar, a 

la Secretaría de Salud del Departamento del Bolívar y al Ministerio de Salud y 

Protección Social.  

 

                                                            
1 Folios 488 y 489 del Expediente.  



El Tribunal en el auto admisorio de la demanda ordenó como medida provisional a las 

entidades demandadas, que de manera inmediata, complementaria y coordinada, 

ejecuten las medidas necesarias para que las menores agenciadas reciban un 

tratamiento integral sobre las patologías que presentan, garantizándoles el suministro 

de medicamentos, procedimientos y servicios médicos asistenciales que requieran2. 

 

2.4. Manifestación de los interesados. 

 

2.4.1. La Procuradora Delegada para los Asuntos de Trabajo y Seguridad Social3 

solicitó conceder el amparo incoado por la agente oficiosa. Lo anterior porque 

considera que las niñas agenciadas son sujetos de especial protección constitucional y 

titulares del derecho fundamental a la salud, por expreso mandato del artículo 44 de la 

Constitución Política. Por lo tanto, considera que por el grave estado de salud se debe 

ordenar inmediatamente a las entidades demandadas que garanticen su acceso al 

servicio público de salud4. 

 

2.4.2. El Ministerio de Salud y Protección Social solicitó negar el amparo incoado 

porque dentro del expediente no hay pruebas que demuestren la relación entre los 

padecimientos de las niñas agenciadas y la aplicación de la vacuna contra el VPH. 

 

Para sustentar la anterior afirmación, el Ministerio señaló que el Estado colombiano 

creó el esquema contra el VPH en el año 2012, en el cual se determinó aplicar la 

vacuna contra el Virus del Papiloma Humano a todas las niñas escolarizadas que se 

encuentren entre los grados cuarto a once y hayan cumplido 9 años de edad, además 

de a menores no escolarizadas entre los 9 y 17 años de edad. La Vacuna tiene  como 

objeto disminuir la morbilidad y mortalidad por cáncer de cuello uterino. 

 

Manifiesta que la vacuna aplicada es producto de largas y rigurosas investigaciones 

científicas que garantizan la eficacia contra el Virus del Papiloma Humano, y por ende, 

contra el cáncer de cuello uterino. Además, indica que los estudios certifican que la 

vacuna no tiene consecuencias adversas serias; y apunta que la mayoría de los 

efectos que se presentan son los mismos de cualquier otro tipo de vacuna, lo cuales 

son leves (dolor, inflamación y enrojecimiento) o serios como alergias (anafilaxia).  

 
                                                            
2 Folio 244 del expediente.  
3 Dra. Diana Margarita Ojeda Visbal. Folios 258 a 267 del expediente.  

4 Folios 268 a  277 del expediente.  



Señala que el día 9 de mayo del 2014 se reportó una paciente en el Hospital Nuestra 

Señora del Carmen, del Carmen de Bolívar, que señaló presentar mareos, dolor de 

cabeza y síntomas generales. Que el día 29 de mayo se reportaron en el mencionado 

Centro Hospitalario 13 niñas que señalaron tener sensación de adormecimiento en 

miembros superiores e inferiores, la cuales fueron diagnosticadas con intoxicación 

alimentaria. Pone de presente que a partir de ese momento se inició una investigación 

por un equipo interdisciplinario conformado por el personal de la Secretaría de Salud 

del Departamento de Bolívar y la Secretaría de Salud del Carmen de Bolívar, la cual 

tomó muestras de laboratorio a las niñas afectadas, muestras del agua y de los 

alimentos consumidos por las pacientes y realizó una investigación epidemiológica de 

campo. 

 

Arguye que por ser todas las niñas de una misma Institución Educativa, de edades 

entre los 9 y 17 años y con el antecedente de haber sido vacunas contra el VPH, se 

generó en la comunidad una sensación de inseguridad, por lo que la Secretaría 

Departamental de Bolívar solicitó apoyo al Ministerio de Salud y Protección Social. 

Señala que el Ministerio hizo presencia en la localidad el 10 de julio del 2014 con 

acompañamiento del Instituto Nacional de Salud. 

 

Manifiesta que el 19 de agosto del 2014 el Ministerio remitió nueve niñas afectadas al 

Hospital Infantil San José de Bogotá, Institución donde se realizó una valoración por el 

equipo de toxicología. Que los resultados de los exámenes practicados arrojaron que 

las niñas tenían altos niveles de plomo en la sangre, señalan que la vacuna contra el 

VPH no contiene plomo. 

 

Que el Viceministro de Salud visitó el Carmen de Bolívar con el fin de evaluar la 

situación de las niñas afectadas. Como resultado de la visita el Ministerio envío a esa 

localidad un equipo interdisciplinario conformado por especialistas en psiquiatría, 

toxicología, epidemiología, sicología y trabajador social. 

 

Que el Ministro de Salud y Protección Social realizó una visita al Municipio del Carmen 

del Bolívar el 3 de septiembre del 2014 y realizó los siguientes compromisos con la 

comunidad de esa localidad: 

 

a) La Alcaldía del Municipio del Carmen de Bolívar se comprometió a 

realizar un censo de las niñas que han presentados síntomas. Que el 



censo fue realizado y determinó que 738 menores presentaron 

síntomas.  

b) La Gobernación del Bolívar se comprometió a enviar una misión médica 

compuesta por médicos y pediatras del Hospital Universitario de 

Cartagena. Que la Gobernación cumplió su compromiso  y la misión 

médica atendió a 493 niñas. 

c)  Que el Ministerio se comprometió a realizar a 60 niñas exámenes 

psicológicos. Que dicho exámenes ya fueron realizados y los 

resultados entregados a la Secretaría Municipal de Salud. 

d) Que el Ministerio dotó al Hospital Nuestra Señora del Carmen-del 

Municipio del Carmen de Bolívar- de tres (3) ambulancias, cada una 

avaluada en $120.000.000. También transfirió la suma de $ 

601.000.000 a la ESE Nuestra Señora del Carmen para el 

fortalecimiento del componente de salud mental. 

e) Que el Instituto Nacional de Salud se comprometió a realizar un estudio 

epidemiológico de campo en esa población. El estudio fue realizado 

por 12 profesionales, liderados por el Dr. Mancel Martínez. 

f) Que la Secretaria Departamental de Salud se comprometió a dictar 

charlas sicosociales con la comunidad. 

g) Que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar se comprometió a 

realizar una valoración nutricional a las niñas y apoyar su núcleo 

familiar en caso de presentarse deficiencias nutricionales.  

 

La conclusión del extenso informe rendido por el Ministerio de Salud fue el siguiente: 

 

De acuerdo a todos los argumentos técnicos y científicos y en especial 
el reciente pronunciamiento de la OMS de octubre del 2014, donde 
ratifica el perfil de seguridad de las vacunas contra el VPH, no se 
puede encontrar una relación causal entre los síntomas descritos 
presentados por las accionantes y la aplicación de la vacuna contra el 
VPH. Sin embargo, este Ministerio en el marco de sus competencias 
continuará impartiendo instrucciones a las EAPB, para garantizar la 
atención integral de esta población, de acuerdo a los diagnósticos 
presentados por cada una de estas, así como continuará realizando el 
respectivo análisis de cada uno de los ESAVI reportados a través del 
SIVIGILA, no solo con esta vacuna, sino con todas las vacunas que 
haces parte del programa permanente de vacunación, como se ha 
venido haciendo hasta la fecha. 
 
Por otra parte, se concluye de igual manera que el Ministerio de Salud 
y Protección Social en el ámbito de sus competencias ha ejecutado las 



labores que le corresponde en aras de garantizar los derechos de las 
aquí accionantes5.6.  

 

2.4.3. La Asociación Mutual Ser EPS, rindió informe en el que señaló que  esa 

entidad no aplicó la vacuna contra el VPH a las niñas del Carmen de Bolívar. Señaló 

que solo cinco (5) de las menores agenciadas en la presente acción de tutela están 

afiliadas a esa entidad y son: Leidis Yaneth Barraza Gamarra, YERE, Marcia Vanessa 

Narváez, Diana Carolina Torres Muñoz y Kathleen Payares Medina.  

 

Que a las niñas afiliadas a esa entidad les ha garantizado plenamente la prestación de 

los servicios de salud, toda vez que ha autorizado los servicios médicos requeridos 

para tratar los padecimientos que actualmente están sufriendo. 

 

Adujo que según informe del Instituto Nacional de Salud los padecimientos que están 

sufriendo las niñas del Carmen de Bolívar no tienen relación con la aplicación de la 

vacuna contra el Papiloma Humano, sino que son causa de psicogénica colectiva.  

 

Por último, manifiesta que la figura de la agencia oficiosa invocada en la presente 

acción de tutela es improcedente porque no hay pruebas de que las niñas titulares de 

los derechos fundamentales o sus representantes legales no estén en condiciones de 

promover este mecanismo judicial.  

 

III. FALLO IMPUGNADO 

 

3.1. El Tribunal Administrativo de Bolívar negó el amparo solicitado por la actora 

mediante fallo del 19 de enero de 2015. Según el Juez de tutela de primera instancia a 

las niñas agenciadas no se les vulneraron sus derechos fundamentales a la salud, a la 

vida digna y a la seguridad social porque desde que empezaron a padecer los 

extraños síntomas fueron atendidas por las entidades demandadas. El Tribunal 

manifestó que en las historias clínicas de las niñas consta que fueron atendidas por 

instituciones del Sistema de Salud a que acudieron, también consta que la EPS Mutual 

Ser prestó los servicios solicitados por las niñas afiliadas a esa entidad.  

 

3.2. El a quo señaló que la Secretaría de Salud del Municipio del Carmen de Bolívar, la 

Secretaría Departamental del Bolívar y el Ministerio de Salud y Protección Social 

                                                            
5 Folio 300 del expediente.  
6 Folios 280 a 324 del expediente.  



realizaron estudios técnicos-científicos en la población afectada con el objeto de 

determinar las causas que generó el malestar de las niñas. 

 

3.3. Según el fallo de tutela los estudios realizados por las entidades territoriales y el 

Ministerio descartaron que el origen del malestar de la niñas fuera por causa de 

intoxicación por alimentos, por el uso de sustancias psicoactivas. También se descartó 

una relación directa entre la aplicación de la vacuna contra el VPH y los padecimientos 

de las niñas del Carmen de Bolívar. 

 

 3.4. Por lo expuesto, el Tribunal consideró que a las niñas agencias no se vulneró sus 

derechos fundamentales, dado que las entidades competentes les brindaron 

oportunamente los servicios de salud requeridos y realizaron además los estudios 

pertinentes para establecer el origen de la posible patología.  Por lo anterior, negó el 

amparo solicitado, sin embargo, el Tribunal exhortó al Ministerio de Salud y Protección 

Social y a las Secretarias de Salud Departamental de Bolívar y Municipal del Carmen 

de Bolívar para que continuarán atendiendo a las niñas afectadas y ejecuten las 

acciones pertinentes para superar la situación y determinar el origen de la anomalía.  

 

IV. LA IMPUGNACIÓN 

 

4.1. La actora impugnó el fallo proferido por el Tribunal Administrativo de Bolívar 

porque considera que las niñas agenciadas no han sido atendidas de forma integral 

por las entidades demandadas. Aduce que de las historias clínicas de las niñas solo se 

puede comprobar que fueron atendidas en el Municipio del Carmen de Bolívar por 

médicos generales y no por especialistas con los conocimientos necesarios para 

determinar la verdadera causa de la enfermedad de las niñas.  

 

4.2. Manifiesta que existe un artículo médico publicado en la Revista Internacional 

Clínica Experimental Reumathology que se titula “Síndrome Inflamatorio Autoinmune”, 

en el que se señala que la vacuna contra el Virus del Papiloma Humano trae como 

consecuencia: Spondyloarthiritis, SPA Juvenil, enthesitis o artritis. (El artículo fue 

aportado como anexo al escrito de impugnación en idioma inglés, sin traducción 

oficial).  

 

4.3. Que la afirmación realizada en el fallo de primera instancia, de que no existe 

prueba de la relación entre el padecimiento que sufren las niñas con la vacuna contra 



el Virus del Papiloma Humano no es cierta porque existe el artículo que se reseñó en 

el párrafo anterior que demuestra las consecuencias adversas de la referida vacuna.  

 

4.4. Que el informe rendido por el Instituto Nacional de Salud que descartó alguna 

relación entre la vacuna contra el Virus del Papiloma Humano y los padecimientos de 

las niñas desconoce el artículo especializado antes referidos y los estudios realizados 

por el médico Juan Manuel Amaya.7  

 

V. CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 

5.1. Competencia. 

 

De conformidad con el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 y en armonía con el 

artículo Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena del Consejo de Estado, esta Sala de 

Decisión es competente para conocer de la impugnación contra el fallo del 19 de 

enero de 2015, proferido por el Tribunal Administrativo de Bolívar. 

 

5.2. Trámite de la Presente Acción en segunda instancia.  

 

El Tribunal Administrativo de Bolívar mediante auto del 27 de enero del 2015 concedió 

la impugnación interpuesta por la parte actora contra el fallo de primera instancia, en 

consecuencia, ordenó remitir el expediente a esta Corporación. El proceso fue recibido 

por la Secretaría General del Consejo de Estado el 2 de marzo del 2015 y remitido al 

Despacho del magistrado sustanciador el  16 de marzo del presente año. 

 

El consejero sustanciador, Guillermo Vargas Ayala, mediante auto del 27 de marzo del 

2015, manifestó que podría estar incurso en la posible causal de recusación 

establecida en el numeral 4 del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal. Esta 

Sala mediante auto 31 de agosto del 2015 declaró infundado el impedimento 

manifestado. 

 

5.3. Problema jurídico. 

 

5.3.1. La Sala deberá resolver si las entidades demandadas vulneraron los derechos 

fundamentales a la salud, vida digna y protección social de las niñas agenciadas, las 

                                                            
7 Folios 512 a 517 del expediente.  



cuales padecen extraños síntomas que han afectado su estado de salud. Para tales 

efectos, se deberá determinar si las actuaciones de las entidades demandadas fueron 

acordes con lo requerido para proteger los derechos fundamentales de las niñas 

agenciadas. 

  

5.3.2. Previo a resolver el problema jurídico planteado, la Sala deberá determinar si la 

presente acción cumple con los requisitos generales de procedencia de la acción de 

tutela y si se cumplen con los presupuestos de la agencia en derecho. 

 

5.4. Agencia oficiosa de niños y niñas en la acción de tutela. 

 

5.4.1. La agencia oficiosa fue establecida en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 

como una figura jurídica mediante la cual una persona puede solicitar la protección de 

los derechos fundamentales de otra persona que no puede ejercer su propia defensa. 

Expresamente la disposición señala: “También se pueden agenciar derechos ajenos 

cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. 

Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.” 

 

5.4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que para que opere esta figura 

se debe demostrar los siguientes requisitos: (i) la manifestación de que se actúa en 

dicha calidad; (ii) la prueba siquiera sumaria de la imposibilidad de que el agenciado o 

su representado actué por sí mismo; (iii) no se requiere relación de conexidad entre el 

agente y el agenciado; (iv) en lo posible debe existir ratificación de este último8. 

 

5.4.3. Los anteriores requisitos se flexibilizan en el caso de la agencia oficiosa de 

niños y niñas, toda vez que por expreso mandato del artículo 44 de la Constitución 

Política es obligación del Estado, la familia y la sociedad proteger los derechos de los 

niños, por ende, la informalidad de la acción de tutela adquiere mayor relevancia 

cuando se trata de amparar los derechos de las y los niños. Por lo anterior, cuando 

una persona solicita el amparo constitucional actuando como agente oficioso de un 

menor de edad no necesita probar que el niño o su representante están en 

imposibilidad de presentarla por su cuenta, ya que el artículo 44 de la Carta Política lo 

legítima para actuar judicialmente. 

 

                                                            
8 Corte Constitucional. Sentencia T-955-13, T-397-14. 



5.4.4. La Corte Constitucional en sentencia T-120 de 2009 indicó lo siguiente: “cuando 

se agencian los derechos fundamentales de menores de edad, la Constitución impone 

objetivamente la necesidad de su defensa, y por tanto no interesa realmente una 

especial calificación del sujeto que promueve la solicitud de amparo. En esta medida, 

no es forzosa la manifestación acerca de que el afectado no se encuentra en 

condiciones de promover su propia defensa, pues ello puede ser obvio tratándose de 

niños”9. 

 

5.4.5. Por lo anterior, la Sala considera que Mónica León del Río está legitimada para 

actuar como agente oficiosa de las niñas LLMA, CAPV, KVPM, LJBG, DTM, LMPV, 

MVNG, MCRV, YERE y DAdAV. 

 

5.5. Causales de procedencia de la acción de tutela. 

 

5.5.1 La tutela es una acción judicial creada por la Constitución Política de 199110 

como un procedimiento preferente, sumario, subsidiario, residual y autónomo dirigido a 

la protección de los derechos fundamentales.  

 

5.5.2. El artículo 86 de la Constitución de 1991 señala que la acción de tutela solo 

procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 

la acción se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable11. 

5.5.3. El artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 expresamente estableció: “La acción de 

tutela no procederá: 1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, 

salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a 

su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.” 

                                                            
9 Posición reiterada en la Sentencia T-955 de 2013.  
10 “Artículo 86 C.P. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, 
en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma 
o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción 
o la omisión de cualquier autoridad pública. // La protección consistirá en una orden para 
que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. // El 
fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, 
en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. (…)”. 
11  Artículo 86 C.P.: (…) Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de 
otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable. 



5.5.4. De lo establecido en esta dos normas se puede concluir que la voluntad del 

constituyente de 1991 al crear la acción de tutela era establecer una acción residual y 

subsidiaria, es decir, un mecanismo judicial de carácter excepcional, que solo sea 

procedente cuando no existe otro medio de defensa judicial o cuando, de existir, estos 

resultan ineficaces para obtener el amparo requerido.  

 

5.5.5.  La Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha recalcado el carácter 

subsidiario y residual de la acción de tutela. Expresamente ha señalado esa 

Corporación:  

 

“Dado el carácter subsidiario y residual de la acción de tutela, el 
afectado sólo podrá acudir a ella en ausencia de otro medio de defensa 
judicial para la protección del derecho invocado, ya que debe 
entenderse que esta acción constitucional no puede entrar a sustituir 
los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el 
amparo de un derecho.”12 
 
“La naturaleza subsidiaria y excepcional de la acción de tutela, permite 
reconocer la validez y viabilidad de los medios y recursos ordinarios de 
protección judicial, como dispositivos legítimos y prevalentes para la 
salvaguarda de los derechos. Al existir tales mecanismos, los 
ciudadanos se encuentran obligados a acudir de manera preferente a 
ellos, cuando son conducentes para conferir una eficaz protección 
constitucional.  De allí que quien alega la vulneración de sus derechos 
fundamentales deba haber agotado los medios de defensa disponibles 
por la legislación para el efecto.  Exigencia que se funda en el principio 
de subsidiariedad de la tutela descrito, que pretende asegurar que una 
acción tan expedita no sea considerada en sí misma una instancia más 
en el trámite jurisdiccional, ni un mecanismo de defensa que reemplace 
aquellos diseñados por el legislador, y menos aún, un camino 
excepcional para solucionar errores u omisiones de las partes en los 
procesos judiciales.”13 

 

5.5.6. Conforme a la jurisprudencia citada la tutela no puede ser utilizada como acción 

judicial sustitutiva de los mecanismos judiciales ordinarios. Lo contrario supondría 

aceptar como legítimo el desplazamiento del juez ordinario por el juez de tutela; un 

resultado inadmisible si se repara en el reparto entre distintas jurisdicciones de la 

responsabilidad de administración de justicia plasmado en las disposiciones de la 

Constitución.  

                                                            
12 Corte Constitucional. Sentencia T-890-11. 
13 Corte Constitucional. Sentencia T-580-06. 



 

5.5.7. La Sala considera que la presente acción de tutela es procedente, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y 

el Decreto 2591 de 1991. Lo anterior, por tratarse de la posible vulneración de los 

derechos fundamentales a la salud, protección social y vida digna; derechos respecto 

de los cuales no existe un mecanismo judicial expedito para solicitar su inmediata 

protección. Además, estamos ante un caso en el cual se solicita la protección de los 

derechos de unas niñas, sujetos de especial protección constitucional por expreso 

mandato del artículo 44 de la Constitución Política de 1991.  

 

5.6. Derecho a la salud, seguridad social y vida digna de los niños y niñas.  

 

5.6.1. Los niños y niñas son titulares de los derechos fundamentales a la vida, salud y 

seguridad social por expreso mando del artículo 44 de la Constitución Política, que 

expresamente señala: “Son derechos de los niños: la vida, la integridad física, la salud, 

la seguridad social, la alimentación equilibrada, tener una familia (…)”-. 

 

5.6.2.  La Constitución de 1991 creó una diferencia entre los derechos de los niños 

frente a los derechos de las demás personas, pretendiendo con ello que sus garantías 

prevalezcan sobre los derechos de los demás. Frente a este punto la Corte 

Constitucional señaló lo siguiente:  

 
“La Constitución Política, para proteger a los menores, reconoce a 
sus derechos categoría y valor especiales. Por una parte se 
considera que son fundamentales, lo cual afecta tanto el contenido 
del derecho como los mecanismos aceptados para reclamar su 
protección. Por otra parte se les otorga especial valor al indicar 
que ´los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de 
los demás´ (art. 44, CP). Concretamente, se reconoce su derecho 
fundamental a la salud. Las medidas de protección especial que 
se debe a los menores deben tener por finalidad garantizar a los 
niños (i) su desarrollo armónico e integral y (ii) el ejercicio pleno de 
sus derechos. El desarrollo de un menor es integral cuando se da 
en las diversas dimensiones de la persona (intelectual, afectiva, 
deportiva, social, cultural). El desarrollo de un menor es armónico 
cuando no se privilegia desproporcionadamente alguno de los 
diferentes aspectos de la formación del menor, ni cuando se 
excluye o minimiza en exceso alguno de ellos”14.  
 

5.6.3. El derecho fundamental a la salud, según reiterada jurisprudencia constitucional 

es “la facultad que tiene todo ser humano de mantener la normalidad orgánica 

                                                            
14 Corte Constitucional. Sentencia T- 760 de 2008.  



funcional, tanto física como en el plano de la operatividad mental, y de restablecerse 

cuando se presente una perturbación en la estabilidad orgánica y funcional de su 

ser”15. Lo anterior responde a la necesidad de garantizar al individuo una vida en 

condiciones de dignidad, ya que la salud es un derecho indispensable para el ejercicio 

de los demás derechos fundamentales. 

 
5.6.4. El derecho fundamental a la salud debe ser garantizado de forma integral y por 

ello se entiende todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones 

quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes de diagnóstico y seguimiento de los 

tratamientos iniciados, así como también cualquier otro componente que los médicos 

valoren como necesario para el restablecimiento de la salud del paciente16.  

 

5.6.5. En conclusión, los derechos a la vida, seguridad social y salud de los niños 

tienen el rango de garantías fundamentales, por lo tanto, es deber del Estado 

garantizar la protección integral del contenido de estos derechos. 

 

5.6.6. Derecho al Diagnóstico.  

 

La jurisprudencia constitucional ha señalado que el diagnóstico está compuesto por 

todas aquellas actividades, procedimientos e intervenciones tendientes a demostrar la 

presencia de la enfermedad, su causa, su estado de evolución, sus complicaciones y 

consecuencias en el paciente. Expresamente la Corte Constitucional en la sentencia 

T-737 del 2013 indicó lo siguiente:  

 

Cuando una entidad encargada de la prestación de servicios médicos 
priva a las personas de su derecho a que se detecte con mayor precisión 
en qué consiste la enfermedad que las aqueja y cómo se puede tratar su 
padecimiento, cuando por acción u omisión deja de practicar o realiza de 
forma negligente un examen, o por el contrario niega la realización de 
una actividad que conduzca a determinar en forma veraz dicho 
diagnóstico, implica una manifiesta vulneración de los derechos  
fundamentales a la vida digna y a la integridad física, psíquica y 
emocional al paciente. Así mismo, ha sido la Corte enfática en señalar 
que es al médico tratante al que le corresponde determinar, de 
conformidad con las circunstancias particulares de cada paciente, si es o 

                                                            
15 Ver las sentencias T-597 de 1993 (MP. Eduardo Cifuentes Muñoz), providencia que ha 
sido reiterada en las sentencias T-137 de 2003 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-454 de 
2008 (MP Jaime Córdoba Triviño) y  T-566 de 2010 (MP. Luis Ernesto Vargas Silva). 
16 Respecto del principio de integridad del servicio de salud ver: Corte Constitucional, 
sentencia T-576 de 2008.  



no necesario realizar una actividad dirigida a determinar el estado de 
salud de las personas así como el posible tratamiento a seguir para 
obtener, bien la mejoría, o las posibles soluciones médicas que le 
permitan vivir en condiciones dignas, de modo que la entidad prestadora 
de salud no puede negarse a practicarlo sobre la base de aspectos 
económicos, administrativos o de conveniencia institucional. 
 
La órbita del derecho al diagnóstico se encuentra conformada por tres 
aspectos: (i) la práctica de las pruebas, exámenes y estudios médicos 
ordenados a raíz de los síntomas presentados por el paciente, (ii) la 
calificación igualmente oportuna y completa de ellos por parte de la 
autoridad médica correspondiente a la especialidad que requiera el caso, 
y (iii) la prescripción, por el personal médico tratante, del procedimiento, 
medicamento o implemento que se considere pertinente y adecuado, a la 
luz de las condiciones biológicas o médicas del paciente, el desarrollo de 
la ciencia médica y los recursos disponibles. 
 
El derecho al diagnóstico es indispensable para lograr la recuperación 
definitiva de una enfermedad, al ser un aspecto integrante del derecho a 
la salud. Por lo anterior, constituye el primer paso para garantizar la 
asistencia sanitaria y la ausencia del mismo impide la realización de un 
tratamiento. Ahora bien, la vulneración de los derechos constitucionales 
por la negación del derecho al diagnóstico no sólo ocurre cuando este se 
niega, sino cuando no se práctica a tiempo o se realiza de forma 
negligente, complicando en algunos casos el estado de salud del 
paciente hasta el punto de llegar a ser irreversible su cura. En todo caso 
puede llegar a afectar gravemente la salud y la dignidad humana del 
paciente al someterlo de manera interminable a las afecciones propias de 
su mal estado de salud. 

 

5.7. El caso concreto. 

 

5.7.1. El Tribunal Administrativo de Bolívar negó el amparo solicitado por la actora 

porque consideró que las entidades demandadas no habían vulnerado los derechos 

fundamentales a la vida digna, a la salud y seguridad social de las niñas agenciadas, 

toda vez que, dichas entidades prestaron los servicios de salud requeridos por las 

niñas para tratar los dolores que padecen.  

 

5.7.2. La actora impugnó el fallo del Tribunal aduciendo que a las niñas no las habían 

atendido de una forma integral, por un equipo interdisciplinario de especialistas 

médicos, y además, porque considera que en el proceso existen las pruebas 

suficientes para establecer que los síntomas que padecen las niñas son consecuencia 

de la aplicación de la vacuna contra VPH. 

 



5.7.3. En el expediente consta el siguiente material probatorio en el que se demuestra 

que las niñas agenciadas fueron atendidas por las diferentes entidades de salud a las 

que acudieron. Así por ejemplo, de las historias clínicas que obran en el expediente 

(folios 32 a 169), se puede comprobar que las niñas fueron atendidas en centros 

asistenciales médicos en las fechas que a continuación se señalan, 

determinándoseles los siguientes diagnósticos:  

 

NOMBRE FECHA DE 
CONSULTA 

DIAGNOSTICO 

LLMA 
 

07/05/2014 Otros dolores abdominales y los no 
especificados  

03/06/2014 Trastorno de ansiedad, orgánico 

22/07/2014 
 

Otros dolores en el pecho 

25/08/2014 Dolor Precordial y trastorno de 
ansiedad orgánico 

CAPVI 
 

15/08/2014 Mareo y desvanecimiento 
16/08/2014 Trastorno de ansiedad y taquicardia 

 
19/08/2014 Trastorno de ansiedad orgánico 
26/08/2014 Trastorno de ansiedad  
18/09/2014 Cefalea, dolor en el pecho no 

especificado 
22/09/2014 Enfermedad general – dolor de 

cabeza, desmayos, mareos, dolor en 
el pecho y articulaciones.  

KVPM 
 

 
25/08/2014 

 
cefalea 

LJBG 
 

23/07/2014 Trastorno fóbico de ansiedad.  
13/08/2014 Trastorno fóbico de ansiedad. 
25/08/2014 Trastorno de ansiedad, orgánico  

17/09/2014 Desvanecimiento, pérdida de la 
conciencia, cefalea, dificultad 
respiratoria, y parestesia de 
articulaciones 

 
DTM 
 

25/09/2014 Dolor en el pecho 
14/10/2014 Otros dolores en el pecho 

LMPV 
 

31/08/2014 Cefalea vascular 
05/09/2014 Sensación de parestesia en 

miembros  
 

16/09/2014 Mareo y desvanecimiento 
17/10/2014 Otros dolores abdominales y los no 

específicos  

MVNG 
 

03/04/2014 Dolor Precordial 
25/08/2014 Caso de vigilancia de salud pública  



15/09/2014 Caso de vigilancia de salud pública 
MCRV 
 

20/08/2014 Efecto tóxico de metales – plomo- 

YERE 
 

21/08/2014 Trastorno de ansiedad generalizado 

DAdAV 
 

03/02/2014 Hiperglicemia 
05/05/2014  
27/08/2014:  Efectos adversos de vacunas virales 

 

5.7.4. Mutual Ser EPSS también aportó copia de las autorizaciones de servicios 

prestados a las niñas agenciadas que están afiliadas a esa entidad (folios 359 a 477 

del expediente).  

 

5.7.5. En el expediente consta informe realizado por el Instituto Nacional de Salud, por 

petición del Ministerio de salud y Protección Social, en el que se señaló lo siguiente: 

(325 a 335 del expediente):  

 

1. “Se realizó un estudio de brote en el municipio de El Carmen de 
Bolívar notificado al Instituto Nacional de salud durante la semana 
epidemiológica 22 (30 de mayo), mediante la aplicación de diferentes 
actividades para lograr la caracterización del mismo y determinar los 
posibles agentes factores de riesgo asociado al evento inusitado de 
etiología desconocida.  

  
2. Se documenta la presencia en el municipio de El Carmen de Bolívar 
de situaciones de orden social y económico que pueden afectar la 
dinámica poblacional entre las cuales se destacan: víctimas de violencia, 
desplazamiento, gran porcentaje de familias SISBEN, bajos ingresos 
familiares, informalidad laboral y trabajo infantil.  

  
3. Existen factores de riesgo ambiental que pueden generar un efecto 
negativo en la salud de la población del municipio de El Carmen de 
Bolívar tales como: falta de cobertura de agua potable en algunos 
sectores, carencia de un adecuado sistema de drenaje de aguas negras, 
presencia de cuerpos de agua estancada que favorecen la presencia de 
criaderos de vectores, deficiencias en la recolección de basuras y 
residuos sólidos, establecimiento de botaderos ilegales de basura, 
carencia de plaza de mercado y planta de beneficio animal que cumpla 
con adecuadas condiciones de saneamiento y presencia de zonas de 
riesgo de inundación.  

  
4. La población estudiantil matriculada en el municipio de El Carmen de 
Bolívar, está constituida en un 48,03% por mujeres, que en su mayor 
porcentaje (37,8%) se encuentra concentrada en los grupos de edad de 
10 a 14 años y pertenece al estrato socioeconómico uno.   

  
5. Se identificaron 517 pacientes que cumplían los criterios de caso, 
presentándose de manera predominante en niñas y adolescentes de 
sexo femenino y en el grupo de edad entre 13 y 15 años en el periodo 



de estudio. Sin embargo, es relevante mencionar que se presentaron 
casos en individuos de sexo masculino y en mujeres con edades por 
fuera de los grupos de edad objeto del programa de vacunación contra 
el virus del papiloma humano implementado en nuestro país.  

  
6. La distribución espacial de los casos por barrio de residencia, 
muestra que estos se concentran en la zona noroccidental del municipio, 
donde también se encuentran ubicados las instituciones educativas con 
mayor número de casos (Espíritu santo, Gabriel García Taboada, 
Giovanni Cristini). Sin embargo, al analizar la aparición de estos por 
fecha de inicio de síntomas, no se evidencia un patrón específico de 
dispersión geográfica de los mismos.   

  
7. La curva epidémica elaborada mediante el análisis de la fecha de 
inicio de síntomas resalta diferentes periodos de una mayor frecuencia 
de casos, tipificándose como una curva de fuente propagada dado el 
aumento progresivo de aparición de los casos en oleadas. En la revisión 
de casos previos al grupo inicial de casos, se evidencia una baja 
frecuencia de presentación desde los meses de enero y febrero de 2014.  

  
8. Se documentaron antecedentes médicos de cuadros clínicos 
similares previos, enfermedades neurológicas y de salud mental, que se 
presentaron en algunos casos antes de la administración de la vacuna 
contra el VPH.   

  
9. El evento de interés en salud pública de etiología desconocida 
ocurrido en el municipio de El Carmen de Bolívar se caracterizó por un 
cuadro clínico de presentación aguda de cefalea, dificultad respiratoria, 
hiperventilación, parestesias en miembros superiores e inferiores, 
sincope, desvanecimiento y mareo, con una evolución sin dejar secuelas 
y sin encontrar en la mayoría de los casos alteraciones en el examen 
físico o en las pruebas paraclínicas realizadas, pero con un porcentaje 
importante de reconsultas por el mismo cuadro.  

  
10. Ninguna de las muestras biológicas tomada para la cuantificación de 
niveles de plomo en sangre en niñas y acompañantes adultos 
procedentes del municipio de El Carmen de Bolívar, encontrando que 
sus niveles no exceden los valores recomendados por el Centro para el 
Control y Prevención de Enfermedades–CDC de los Estados Unidos 
para causa un riesgo en la salud humana (< 5 µg/dL en niños y <10 
µg/dL en adultos), por lo tanto la hipótesis de una posible intoxicación 
por metales pesados, específicamente plomo es descartada.”  

   

5.7.6. Lo anterior prueba que las niñas agenciadas padecen de unos síntomas 

similares (dolor en las articulaciones, vértigo, cefaleas, dolor abdominal, debilidad 

progresiva, cansancio persistente, trastornos nerviosos), y que fueron atendidas por 

las entidades demandadas, las cuales prestaron los servicios médicos. 

 

5.7.7.  También consta en el expediente que el Ministerio de Salud y Protección Social 

trasladó al Municipio del Carmen de Bolívar un equipo interdisciplinario para atender 



personalmente a las niñas de esa localidad (equipo conformado por psiquiatras, 

toxicólogos, epidemiólogos, psicólogos y trabajador social.) 

 

5.7.8. No obstante lo anterior, la Sala considera que las entidades demandadas 

vulneraron el derecho fundamental a la salud de las niñas agenciadas porque no han 

realizados los exámenes suficientes para determinar la patología que padecen. Los 

servicios de salud prestados han estado encaminados a estabilizar a las niñas y a 

determinar si existen una relación entre la enfermedad que padecen y la vacuna 

contra el Virus del Papiloma Humano. Lo que evidencia que las demandadas no han 

realizado los exámenes correspondientes para diagnosticar la enfermedad que 

padecen las niñas y es importante establecerlo para así poder realizar o suministrar el 

tratamiento médico indicado.  

 

5.7.9. Para la Sala es evidente la vulneración del derecho fundamental a la salud por 

falta de una atención integral que incluya el diagnóstico de la enfermedad que 

padecen las niñas y la causa de dicha enfermedad porque, se reitera, hasta la fecha 

las entidades demandadas no han realizado los exámenes necesarios para 

diagnosticar qué patología padecen y qué tratamiento médico es el adecuado para 

superar esta patología. 

 

5.7.10. Esta postura concuerda con la de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de 

la Judicatura que concedió el amparo del derecho fundamental a la salud por falta de 

diagnóstico, en un caso similar al presente en el que también se estudió la situación 

de varias niñas que después de haber sido vacunadas contra el Virus del Papiloma 

Humano presentaron quebrantos en su salud17.   

 

5.7.11. La Sala revocará el fallo proferido por el Tribunal Administrativo de Bolívar que 

negó el amparo solicitado, y en consecuencia, declarará que las entidades demandas 

vulneraron el derecho fundamental a la salud de las niñas agenciadas porque no 

prestaron un servicio médico integral que incluyera el diagnóstico de la enfermedad 

que padecen.  

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 

                                                            
17 Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria. Sentencia del 11 de 
marzo del 2015. Proceso Rad. No. 11001 1102 000 2014 05892 01.  



 

VIII.  F A L L A 

 

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Bolívar 

el 19 de enero de 2015, mediante la cual se negó el amparo de los derechos 

fundamentales solicitados por la actora, y en su lugar: 

 

DECLARAR que las entidades demandadas vulneraron el derecho 

fundamental a la salud de las niñas agencias por falta de atención 

médica integral que incluya el diagnóstico de la enfermedad que 

padecen. 

SEGUNDO: ORDENAR a las entidades demandadas que sigan prestando los 

servicios de salud requeridos por las niñas agencias y además que en un plazo no 

superior a dos (2) meses contados a partir de la ejecutoria de esta providencia realicen 

los exámenes pertinentes para determinar la enfermedad que padecen las niñas y la 

causa de esta patología.  

TERCERO: NOTIFICAR a los interesados por el medio más expedito en los términos 

del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991. 

Por secretaría, envíese copia de esta decisión al Tribunal de origen y, dentro del 

término de ley, envíese a la Corte Constitucional para que se surta la eventual 

revisión. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Se deja constancia que la anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la 

Sala en la sesión de la fecha. 

 

 
       MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO               MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ                          
                                 Presidenta 
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